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El instituto de los Seguros Sociales, a través de su Gerente Seccional, ha impugnado la sentencia de tutela proferida por la señora Juez Cuarta Penal del Circuito de Pereira el día veinticuatro (24) de febrero de 2005, a propósito de la acción interpuesta por el señor CARLOS ARTURO MEJÍA GRISALES. 

Por tal razón, mediante el presente proveído acude la Sala para conocer del asunto en segunda instancia.

1.- SOLICITUD 

Manifestó el accionante que el día veinte (20) de octubre de 2004 fue remitido a una Junta Médica por habérsele diagnosticado: “estenosis severa canal raquídeo central en L5-S1 por efecto combinado de hernia discal, cambios condrósicos, espondilósicos y artroscópicos”. Esta situación obliga a una cirugía urgente.    

No obstante la urgencia, la EPS Instituto de los Seguros Sociales se ha negado a la valoración respectiva, lo que ha demorado arbitrariamente la programación de la cirugía. Solicitó en consecuencia, la protección de sus derechos a la salud y a la vida en condiciones dignas, y las órdenes judiciales del caso. 

2.- SENTENCIA 

Luego de encontrar acreditada la relación contractual que existe entre el ISS y el accionante, la a quo le dio credibilidad a lo narrado en la solicitud, habido análisis de todos los documentos aportados como pruebas.
Calificó la postergación de a cirugía como una actuación injustificada que obstaculiza la anhelada recuperación y desestimó todas las excusas vertidas por la entidad, pues según el médico tratante de no actuarse pronto los efectos colaterales no se harían esperar. 

En ese orden, concedió el amparo y fijó un término de cuarenta y ocho (48) horas para que se reúna la Junta Médica del ISS y autorice en forma inmediata la cirugía requerida, así como todos los tratamientos que resulten necesarios. Concedió la facultad de recobro ante el FOSYGA. 

 3.- IMPUGNACIÓN

Alega que las Juntas Médicas deben analizar cada caso para determinar si los procedimientos requeridos por los pacientes son absolutamente necesarios. Por ello no podía la Juez ordenarle a la Junta la autorización de una cirugía, pues dicha determinación depende del poder y de los conocimientos que ésta detenta. 

4.- SE CONSIDERA
4.1. Competencia 

La Sala es competente para resolver la impugnación incoada contra la sentencia proferida por la señora Juez Cuarta Penal del Circuito de Pereira, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.2. Problema jurídico 

El impugnante no manifestó inconformidad alguna con el amparo en su esencia. La inconformidad radica en la orden que la señora Juez de primera instancia le dio al Instituto de los Seguros Sociales, por ello, corresponde determinar si pueden los Jueces de tutela señalar el sentido de las decisiones que deben asumir las juntas médicas de las EPS. 

4.3. Solución al debate planteado

Con la Carta de 1991 y como resultado directo de principios filosóficos inspirados en el desarrollo social, se instituyó la Acción Procesal Constitucional de Tutela, mecanismo ágil y eficiente para acudir en defensa de los derechos fundamentales de las personas, cuando estos resulten agredidos por las autoridades o por particulares (en casos determinados). 

Podemos asegurar en consecuencia, que, contrario a lo aducido por el Gerente del Instituto de los Seguros Sociales, cuando de proteger los derechos primigenios de las personas y de prevenir perjuicios irremediables se trata, los jueces de tutela deben tomar todas las medidas que estimen más eficaces (sin que sean desproporcionadas) a efectos de garantizar el cumplimiento de los fines esenciales del Estado.

Visto el asunto desde esta perspectiva y recordando que aquí estamos frente a garantías de mayor entidad como la salud y la vida de las personas, ninguna objeción encuentra el Tribunal en el sub examine para ordenarle a una junta médica actuar en determinado sentido, pues dos cosas estás acreditadas (i) la necesidad de una cirugía (según un concepto clínico especializado) y (ii) la negligencia del ISS. 

Al igual que lo hizo la a quo, debe partirse únicamente del profesionalismo y de la presunción de idoneidad del médico tratante al momento de ordenar el procedimiento, habida cuenta de la dejadez que mostró el Instituto de los Seguros Sociales al demorar injustificadamente la valoración por parte de su junta de profesionales. Esta situación deja en entredicho su capacidad operativa y obliga a tomar una medida alternativa con ocasión de la urgencia avizorada.   

Aquí debe hacerse exigible en todo su rigor la función de las Entidades Promotoras de Salud de prestar un servicio publico oportuno, siguiendo los lineamientos trazados por los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Por esta razón, la Sala habrá de confirmar la sentencia revisada pero, tendiendo en cuenta que el plazo fijado fue sólo para la autorización del procedimiento, la adicionará con el objetivo de sentar un término máximo de cinco (5) días para materializar la cirugía intervertebral -si es que ello aún no ha ocurrido-. No se puede olvidar que el tratamiento deberá ser integral.  
5.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el proveído de tutela que ha sido objeto de impugnación, pero se ADICIONA en el sentido de establecer un término máximo e improrrogable de cinco (5) días para materializar la cirugía requerida por el accionante -si es que ello aún no ha ocurrido-..
SEGUNDO: SE REMITIRÁ el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      
       VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
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